
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / POR VALORACIÓN DEFECTUOSA DEL ACERVO PROBATORIO / NO LO HUBO EN ESTE CASO / EJECUTIVO A FAVOR DE COOPERATIVA MULTIACTIVA.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)

… vale la pena recordar, sobre el aludido defecto –factico–, que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso: 

“De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así: (…)

“(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.  Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.” (…)

Del estudio de los apartes transcritos y resaltados, la Sala concluye que la decisión cuestionada, exhibe una valoración integral y completa de las pruebas recaudadas en el caso, ninguna de las cuales valió para derruir las calidades de claro, expreso y exigible del pagaré base de recaudo.  De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo de la peticionaria no halla recibo en esta sede excepcional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo tres del dos mil diecinueve       
Expediente: 66001-31-03-005-2019-00041-01
   
Acta N° 179 del 3 de mayo del 2019 
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 8 de marzo del 2019 proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Marina de Jesús Ocampo Rodas contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira a la que fueron vinculados Héctor Erasmo Castillo Amador como representante legal de la Cooperativa Multiactiva de Caldas y la señora Claudia Milena Vahos Ocampo. 

ANTECEDENTES

Marina de Jesús Ocampo Rodas, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, en la que aduce que en la sentencia que se profirió en la ejecución con radicado 66001-40-03-001-2017-00053-00, a la que asiste en calidad de demandada, hubo defectos que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Los hechos exhibidos por la solicitante, admiten la siguiente síntesis: 

En el aludido trámite formuló, entre otras excepciones, las denominadas (i) falta de nexo causal, (ii) ineficacia del pagaré y (iii) ausencia de la calidad de asociada de la parte demandada, cuyo fundamento es que ella no es asociada de la Cooperativa Multiactiva de Caldas habida consideración de que carece de los requisitos necesarios para el efecto, de conformidad con los estatutos sociales de esa entidad.  
En ese sentido, explica que el embate de (i) “ausencia de calidad de asociada de la parte demandada” tuvo que salir avante, porque al momento de firmar la solicitud de ingreso ostentaba la calidad de pensionada y no de trabajadora como lo exigen los estatutos en su artículo 11; también debe prosperar la (ii) “falta de nexo causal” pues siendo inexistente una relación solidaria entre demandante y demandada, como se requiere en los estatutos, se torna inviable que la Cooperativa exija el pago a un pensionado, pues no está dentro de su objeto social prestarle dinero a terceros; por último indició que esa misma suerte debe correr la defensa que alude a la (iii) “invalidez del título” porque si ella carece de la calidad de asociada, el representante legal se extralimitó en sus funciones al prestarle dinero a una pensionada. También expuso que en la excepción denominada (iv) “integración abusiva del título valor” que fue declarada parcialmente, hubo una indebida valoración de las pruebas allegadas al proceso. 
Por último, denunció que la funcionaria valoró arbitrariamente las pruebas aportadas al proceso, entre ellas (i) los estatutos sociales, (ii) los recibos expedidos por Héctor Erasmo Castillo Amador como persona natural (iii) el firmado por la señora Claudia Milena Vahos Ocampo, (vi) el interrogatorio del señor Castillo Amador donde aceptó que la señora Vahos Ocampo no le debía un  solo peso y el (v) estado de cuenta del crédito. 

Como consecuencia de lo expuesto solicitó, en últimas, ordenarle al Juzgado declarar probadas aquellas excepciones. 


El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las citadas vinculaciones; también decretó como prueba la inspección judicial del expediente objeto de estudio. 


Compareció el representante legal de la Cooperativa Multiactiva de Caldas y explicó que en la ejecución se negaron las excepciones en consideración a que se presentó una obligación clara, expresa y exigible, contenida en un pagaré que cumple con los requisitos establecidos en las normas aplicables al caso. Respecto de la integración abusiva del título, advirtió que en el trámite se aclaró que los préstamos realizados fueron por valor de $7.000.000.oo y no de $8.000.000.oo como se había dicho en la demanda, situación que no fue objeto de discusión por lo que la jueza declaró parcialmente probada esa excepción. 

Afirmó que la accionante sí es asociada y aportó al proceso ejecutivo copia del formulario de ingreso de asociados firmado por ella con su huella; además, tal como lo manifestó en el interrogatorio, él, en calidad de representante legal de la Cooperativa, la aceptó como tal.

Dijo que es falso que un pensionado no pueda ser asociado, por consiguiente, la señora Ocampo Rodas, quien manifestó tener esa calidad, recibió el aval de asociada del representante legal y posteriormente fue realizado el crédito. 


La señora Claudia Milena Vahos Ocampo coadyuvó las solicitudes de la accionante. 

Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó el amparo. Para así decidir, consideró la funcionaria que son inexistentes los defectos que se le endilgan al fallo cuestionado, que, al contrario, se basó en pruebas reales y concretas; además hizo especial mención sobre la valoración probatoria que precedió la desestimación de las excepciones, “Se pudo observar además que la Jueza Primera Civil Municipal de Pereira, analizó como ya se dijo, el negocio jurídico establecido entre las partes, señalando en primer lugar que el título valor reunía las condiciones generales y específicas para establecer que de él se desprende una obligación clara, expresa y exigible. Una vez estableció la calidad del título, procedió a analizar una a una las excepciones de mérito propuestas por la parte demandada; de manera especial verificó la posibilidad de que a la señora MARINA DE JESUS OCAMPO RODAS, por ser pensionada, se le pudieran efectuar aprobación de créditos, esto de conformidad con el numeral 6° del artículo 89 de los Estatutos de la Cooperativa, donde especifica que se podrá efectuar a aquellas personas que sean cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil de las personas señaladas en los literales anteriores a ese 6o, concretamente de los asociados titulares, situación que también ostentaba su fallecida hermana María Rocío, aunado a que la señora MARINA DE JESUS OCAMPO RODAS adelantó todos los trámites para vincularse como asociada de la Cooperativa y que el artículo 10 de los Estatutos, no prohíben la vinculación de personas que tengan el carácter de pensionadas. Es decir, las actuaciones de la acá accionante, estuvieron encaminadas a contraer obligaciones crediticias con la COOPERATIVA MULTIACTIVA CALDAS; y las conclusiones de la accionada estuvieron soportadas precisamente en los estatutos de la Cooperativa. Entonces, cómo decir que no valoró este medio probatorio?


Impugnó la demandante, quien insistió en los planteamientos esgrimidos en la demanda inicial y adicionó que no es que la jueza hubiera omitido realizar una valoración probatoria, lo que sucedió es que fue errónea su interpretación sobre las pruebas. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la ejecución que aquí se analiza, ordenó seguir adelante con la ejecución, a pesar de que las pruebas allegadas al proceso, le imponían declarar probadas las excepciones que enlistó en esta demanda.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

Coincide la Sala con el Juzgado de primer grado que estimó procedente revisar de fondo el amparo, porque ciertamente los presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia que se reprocha se profirió en un asunto de única instancia; fue proferida el 20 de febrero del 2019 y esta acción de tutela el 22 de febrero siguiente, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue en consecuencia verificar si, como afirma el accionante, la funcionaria encartada, en sus consideraciones sobre las excepciones que se formularon en la ejecución, incurrió en los defectos fácticos que le achaca. 
Por eso vale la pena recordar, sobre el aludido defecto, que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso: 





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)





En este concreto asunto la inconformidad de la solicitante estriba en la valoración que se le dio a algunas de las pruebas allegadas el trámite, las que, a su juicio conducían a la prosperidad de las excepciones que se formularon; como así es, vale recordar cuál fue el razonamiento del Juzgado frente a ellas:




(…) Se estudiarán las denominadas como falta de nexo causal, ineficacia del pagaré, ausencia de la calidad de asociada de la parte demandada, y mala fe en conjunto, pues todas tienen su fundamento en que la demandante es una Cooperativa multiactiva cuyo objeto es prestar dinero a sus asociados, sin que exista una relación solidaria entre esta y la demandada Marina de Jesús Ocampo Rodas de quien se predica no es asociada; que la Cooperativa se extralimitó prestando dineros a terceros sin exigir ningún requisito como es el caso de la ejecutada. 





Para este despacho dichas excepciones no prosperan porque reposa a folio 83, solicitud suscrita por la demandada MARINA DE JESUS OCAMPO RODAS en la que pidió el ingreso a la Cooperativa, sin que hubiera demostrado que su vinculación fue despachada desfavorablemente; adicionalmente en la copias de los estatutos que reposan a folios 84 a 98, se lee en el artículo 89 de los requisitos para la aprobación de créditos realizados con personas o entidades definidas a continuación, que serán aprobadas por el Consejo de Administración y requerirán un voto favorable no inferior a las 4/5 partes de la composición de dicho órgano, estableciendo en el numeral 6o como posibles obligados a los cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, entre otros. 





En el presente caso, la demandada MARINA DE JESUS OCAMPO RODAS dijo ser hermana de la causante señora Rocío Ocampo, cuya condición de afiliada a la Cooperativa no fue desvirtuada, aunado a que a folio 82 se observa solicitud de ingreso suscrita por ésta última. Es necesario precisar en este punto, en la solicitud de ingreso a folio 83 y el pagaré aportado como recaudo ejecutivo, las firmas impuestas allí, que en ningún momento fueron tachadas de falsas, todo lo contrario, estuvieron corroboradas en el interrogatorio en el que afirmó la ejecutada que sí eran sus rúbricas, no siendo de recibo para este despacho, que posteriormente asegure no conocer a la Cooperativa y que testifique que nunca le hablaron de ella, que tampoco leyó los estatutos cuando fueron precisamente aportados al expediente con la contestación de la demanda, encontrando el despacho que sus dichos no ofrecen la suficiente credibilidad y se contraponen a lo expuesto por el representante legal de la Cooperativa quien en la interpelación expresó que mantenía contacto permanente con la demandada, que como representante legal le dio el aval para su ingreso y que estaba habilitado para hacerle los préstamos, concluyendo esta judicatura que si no se cumplió con algún requisito para el ingreso de la ejecutada a la Cooperativa, luego de firmar la solicitud para ello, dicha falencia no le resta [in]eficacia al pagaré suscrito, dado el principio de autonomía que rige a los títulos valores. ’’ (sic).




(…)





 “Finalmente se explica que para que el pagaré se tenga como existente, válido y eficaz solo se requiere que se indique el término del título valor, la promesa incondicional de cancelar una suma de dinero, el beneficiario, la fecha, lugar de cumplimiento y firma del girador sin que con ello se desconozca el negocio causal. ”




Del estudio de los apartes transcritos y resaltados, la Sala concluye que la decisión cuestionada, exhibe una valoración integral y completa de las pruebas recaudadas en el caso, ninguna de las cuales valió para derruir las calidades de claro, expreso y exigible del pagaré base de recaudo.  De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo de la peticionaria no halla recibo en esta sede excepcional.




Lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio acerca de la ponderación realizada por la funcionaria entre las normas que regulan el juicio ejecutivo y las pruebas que se recolectaron durante su trámite, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Sólo recuérdese que de antaño la Jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sobran adicionales argumentos, para prohijar la resolución de primera instancia, que negó las pretensiones invocadas en el resguardo. 
 



DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 8 de marzo del 2019, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Marina de Jesús Ocampo Rodas inició frente al Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA

          Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92


� Algunas decisiones en que la Corte Constitucional ha considerado que se configura un defecto fáctico son: T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-778 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-171 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández),  T-908 y T-808 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-1065 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-162 de 2007 (MP Jaime Araújo Rentería), T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1082 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-417 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-808 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), T-653 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla), T-350 de 2011 (MP María Victoria Calle Correa; SV Mauricio González Cuervo), SU-424 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), SU-950 de 2014 (MP Gloria Stella Ortíz Delgado), SU-240 de 2015 (MP Martha Victoria Sáchica Méndez), SU-406 de 2016 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-090 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), entre muchas otras.


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� “Un caso en el que esta Corporación consideró que existió vía de hecho por defecto fáctico, por haberse omitido la valoración de algunas pruebas, lo constituye la sentencia T-039 de 2005, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Sobre este mismo tópico, la sentencia T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, igualmente es ilustrativa.” Otros casos en los que la Corte Constitucional ha fallado por encontrarse un defecto fáctico por omitir la valoración de alguna prueba son: T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-747 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-078 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-360 de 2011  (MP Juan Carlos Henao Pérez; SV Mauricio González Cuervo), T-628 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1100 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-803 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), T-734 de 2013 (MP Alberto Rojas Ríos), T-241 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.


� “Ibídem”.


� “Al respecto, puede consultarse la sentencia T-235 de 2004, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra”.


� Corte Constitucional, sentencia T-916 de 2008 (MP Clara Inés Vargas Hernández), reiterada, entre otras, en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).
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